El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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EJECUTIVO CON TÍTULO HIPOTECARIO / INEXISTENCIA DE NULIDAD POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN QUE INVALIDE LA SENTENCIA. “En el caso bajo estudio, pretende el accionado se declare la nulidad de lo actuado desde el 24 de septiembre de 2015, porque se omitió dar publicidad al auto que ordenó tomar muestras grafológicas a la actora y al que dio traslado del dictamen pericial practicado, porque no fueron publicados en la página web de la rama y porque tampoco se le notificaron por medio de su correo electrónico. Empero, hecho como ese no está enlistado en el citado artículo 140 como causal que pueda invalidar lo actuado. Tampoco en el artículo 29 de la constitución Nacional, según el cual, es nula de pleno derecho la prueba adquirida con violación al debido proceso. Ese artículo 140 consagra, en el numeral 8º, como causal de nulidad la indebida notificación, pero exclusivamente para los eventos en que no se practica en legal forma al demandado o a su representante o al apoderado de aquel o de este, según el caso, el auto que admite la demanda o libra orden de pago, o su corrección o adición, lo que traduce, que no procede su declaratoria en eventos como aquellos a que alude el impugnante. (…) [A]demás de las causales de nulidad previstas en el ordenamiento procesal civil, es posible alegar como tal, de carácter constitucional, exclusivamente la que consagra el artículo 29 de la Carta Fundamental en materia de pruebas cuando se obtienen con violación al debido proceso; ninguna otra. No comparte entonces la Sala los razonamientos del impugnante, toda vez que los hechos sobre los que edificó la nulidad alegada no están previstos por la ley ni por la Constitución como vicio capaz de afectar la actuación. (…) [E]l hecho de haber dejado de ejercer la profesión de abogado desde hace algún tiempo y que por ello no acuda al Palacio de Justicia no justifica que deban hacérsele las notificaciones en forma diferente a como lo prevé el legislador. Si no se enteró del contenido de las decisiones de que se trata fue porque dejó de cumplir una carga procesal: la de estar pendiente del proceso para defender sus propios intereses y por ende, al omitirla, debe soportar las consecuencias jurídicas desfavorables de su pasivo comportamiento. (…) [S]e concluye que no es obligatorio, a la luz de las disposiciones citadas, notificar a las partes en un proceso los autos que se profieren, por los medios a que alude el recurrente y que tales providencias se notificaron de acuerdo con la ley.”.

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso: ejecutivo con título hipotecario
Demandante: Deicy Johana Grajales Marín
Sucesor Procesal: Carlos Arturo Lema Salazar
Apoderado: Gerardo Antonio Henao Cardona
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Juzgado de procedencia: Tercero Civil del Circuito de Pereira

Proyecto registrado el 21 de febrero de 2017
Aprobado por acta No. 166 del 30 de marzo de 2017  
Fecha audiencia: Marzo 30 de 2017
RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 9 DE MAYO DE 2012 
PRETENSIONES: Se libre orden de pago a favor de la demandante y a cargo del demandado por las sumas de $70.000.000 y $30.000.000 como capital y sus intereses moratorios desde el 17 de abril y 9 de abril de 2011, en su orden. En la sentencia, se decrete la venta en pública subasta del inmueble hipotecado.

HECHOS: Por escritura pública No. 909 del 6 de marzo de 2009, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, el Dr. Carlos Javier Castaño Marín constituyó hipoteca, a favor de la señoras Deicy Yohana Grajales Marín, sobre un inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-140677 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira; ese gravamen garantiza todas las obligaciones a cargo del hipotecante, las ya causadas o que se causen en el futuro y que consten en documentos con su firma; los intereses de plazo y mora, costas judiciales, extrajudiciales y honorarios de abogado; en la actualidad el demandado adeuda a la actora las sumas por las que ejecuta, determinadas en dos letras de cambio por valores de $70.000.000 y $30.000.000. (folios 16 a 21)
El 14 de mayo de 2012 se libró la orden de pago, en la forma solicitada más sus intereses moratorios a la tasa fijada por la Superintendencia Bancaria.   El inmueble hipotecado se embargó y secuestró.
RESUMEN CONTESTACIÓN DEMANDA Y EXCEPCIONES PRESENTADA EL 13 DE MARZO DE 2013 (folios 53 a 60, cuaderno No. 1)
Se admitieron algunos. El quinto no porque las obligaciones de que tratan las letras de cambio no son exigibles en razón a que en ellas aparece la firma de la beneficiaria aquí demandante, mas no la de quien las creó, requisito de los títulos valores; también porque los intereses cobrados y pagos exceden los límites autorizados por la ley. Como excepciones de fondo formuló las que denominó: “EN LAS DOS LETRAS DE CAMBIO PRESENTADAS POR LA DEMANDANTE COMO TÍTULOS EJECUTIVOS, O AL PARECER EN UNA DE ELLAS, SE OMITIÓ LA FIRMA DE LA PERSONA QUE LAS CREÓ O GIRADOR, CON LO CUAL SE VIOLÓ EL ARTÍCUL0 621, ORDINAL 2 DEL CÓDIGO DE COMERCIO”, “COBRO Y PAGO DE INTERESES EN CANTIDAD SUPERIOR A LA AUTORIZADA POR LA LEY” y “ALTERACIÓN DEL TEXTO DEL TÍTULO POR CUANDO SE LLENÓ A POSTERIORI, SIN AUTORIZACIÓN DEL ACEPTANTE EL ESPACIO DESTINADO A LA FECHA DE VENCIMINETO DE LAS LETRAS DE CAMBIO”.
SENTENCIA: Se dictó el 1º de marzo de 2016. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas; se ordenó seguir adelante la ejecución; se decretó la venta en pública subasta del inmueble hipotecado y se condenó en costas al demandado. (folios 408 a 416). Para decidir así, dijo la jueza de primera sede que para el primer trimestre de 2009 estaba vigente la Resolución 2163 de 2008, según la cual la tasa de usura ascendía a 30.71% anual, o sea al 2.55916% y como se cobraron al 2.5%, la excepción sobre el cobro excesivo de intereses no estaba llamada a prosperar; tampoco la relacionada con la ausencia de firma del creador, porque de acuerdo con el dictamen pericial practicado, las letras de cambio sí fueron firmadas por la demandante y la otra, porque no probó el ejecutado que las letras de hubiesen firmado con espacios en blanco.
APELACIÓN: Impugnó el demandado. En esta audiencia desarrolló el siguiente reparo:
Desatención de un incidente de nulidad oportunamente propuesto:

Al contestar la demanda propuso como excepción la de “EN LAS DOS LETRAS DE CAMBIO PRESENTADAS POR LA DEMANDANTE COMO TÍTULOS EJECUTIVOS, O AL PARECER EN UNA DE ELLAS, SE OMITIÓ LA FIRMA DE LA PERSONA QUE LAS CREÓ O GIRADOR, CON LO CUAL SE VIOLÓ EL ARTÍCUL0 621, ORDINAL 2 DEL CÓDIGO DE COMERCIO”. Luego dice lo mismo que aparece en los  párrafos 2, 3, 4 y 5 del folio 417 (a cuya lectura se remite, para evitar la transcripción, se les envía copia). Para probarla, dice, solicitó al despacho decretar la prueba pericial con el fin de se realicen los análisis de los documentos que se adujeron como pruebas, con el fin de analizar la firma de la demandante y establecer si esta es la creadora de los caracteres con que se crearon los títulos valores objeto de cobro. También pidió tener como prueba documental el poder, la escritura pública 909, las letras de cambio y los cuatro documentos anunciados en este escrito (demanda) y aportados con él. Para despejar ese punto el perito debió establecer si los escritos manuales que hacen parte del diligenciamiento de las letras  presentan identidad grafica  con las firmas que aparecen en cada una de ellas en los espacios del girador porque ese es el objeto central de la pericia para cumplir los mandatos del numeral 6 del artículo 237 CPC. El técnico estableció esa identidad grafica con escritos manuales elaborados por la demandante y sustentó su conclusión en 27 ilustraciones incorporadas a su informe en las que no aparecen las aludidas firmas, en esas ilustraciones no aparece la letra de cambio incorporando la firma del girador. Por ello el dictamen adolece de error grave, además es incompleto porque solicitó en desarrollo de la excepción tercera que un experto determinara si la tinta que aparece en la fecha de vencimiento de las letras tiene la misma antigüedad de los mismos caracteres que exhiben los títulos. No  comparte el dictamen para deducir la identidad gráfica, esta clase de dictámenes deben ajustarse a los procedimientos establecidos en el Manual Unificado de Servicios en Documentología y Grafología Forense, cuyos parámetros no se acataron en el que ahora se cuestiona.

Presentó, aduce, dos recibos manuscritos firmados por la demandante, de fechas 17 de abril  de 2009 y 10 de abril de 2011, sin que se  necesite ser grafólogo para establecer la diferencia de las firmas entre las que allí aparecen y las que aparecen en las letras de cambio. 
En sentencia T-288 de 2011, la Corte Constitucional expresó la necesidad de que las partes tengan oportunidad de contradecir el dictamen pericial para que tenga eficacia probatoria. “De todos modos (dice lo mismo que expresa el párrafo 5º de los folios 418 y 419 y en el párrafo 2 del folio 419, a cuya lectura se remite. Se les envía copia). En sentencia emitida el 24 de abril de 2014 el Consejo de Estado, sección 2ª, acogió precedentes de la Corte Constitucional, lee algunos apartes, dice que los despachos judiciales, como lo hace el tribunal, deben registrar los actos en la página web de la rama y no simplemente algunos,  pues prácticamente lo que dice la jurisprudencia de las cortes es que el informe de gestión debe ser total para que haya confianza en ese mecanismo de información y se respete el derecho de publicidad. Lee algunos apartes de las sentencias C-980 de 2010 y C-012 de 2013 para sustentar el argumento sobre la nulidad: la falta de publicidad de los autos que ordenaron tomas de muestras a las firmas de la actora y el traslado del dictamen, porque no fueron publicadas en la página web de la rama. Pero lo expuesto no es todo, afirma, dentro del acápite para notificaciones personales, consignó su correo electrónico y el número de celular; solicito al despacho efectuar las notificaciones por el correo electrónico, cosa que jamás ocurrió. Quiere decir que el juzgado conocía que solo se podía enterar a través de ese mecanismo y no tenía que acudir al despacho porque no ejerce desde hace años la profesión y así lo viene haciendo como demandado en esta época de dificultades. Por lo dicho, de acuerdo con el artículo 29 de la Constitución Nacional, solicita declarar la nulidad del informe pericial como la actuación adelantada desde el 24 de septiembre de 2015 porque la prueba se obtuvo con violación del debido proceso, contradicción, defensa y de acceso a la administración de justicia.
Otro reparto fue el de ausencia de un examen crítico de las pruebas: “Pues lo que dije en ese escrito (en el que consta la apelación) es suficiente para ilustrar el criterio del tribunal. Les agradezco la atención.” 

AUTO DE MAGISTRADA SUSTANCIADORA: 
El artículo 322 del Código General del Proceso, que regula lo relativo a la oportunidad y requisitos del recurso de apelación, dispone en el numeral 3º: “Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior...”
Y el 327, que señala el trámite de la apelación de las sentencias en segunda instancia, enseña que admitido el recurso, el juez convocará para audiencia de sustentación y fallo y que el apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante el juez de primera instancia.

El abogado demandado, al formular el recurso de apelación ante el juez de primera sede, enlistó como reparo frente a la sentencia impugnada, el de ausencia en el fallo de un examen crítico de las pruebas e indicó las razones por las que consideraba se produjo tal situación.

En esta sede no sustentó lo relacionado con tal reparo, pues al respecto se limitó a expresar que lo que dijo al interponer el recurso es suficiente para ilustrar el criterio del tribunal.

En tal forma no se dio cumplimiento a lo que disponen en la actualidad las normas del Código General del Proceso en relación con la oportunidad de sustentar la apelación, pues ha debido ser  en la audiencia de sustentación del recurso, en esta sede, en la que desarrollara el reparo de que se trata.

En consecuencia, respecto de segundo de los reparos que se hizo a la sentencia de primera instancia, se declara desierto el recurso de apelación, sin que sobre anotar que al sustentar el primero, sí criticó el abogado demandado algunas de las pruebas practicadas en el proceso, las que si serán analizadas en este fallo.

La anterior decisión queda notificada en estrados. 

SENTENCIA:

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, aprobado según acta No. 166 del día de hoy, con motivo del recurso de apelación que interpuso el demandado, Dr. Carlos Javier Castaño Marín, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 1º de marzo del año anterior, en el proceso ejecutivo con título hipotecario que en su contra instauró la señora Deicy Johana Grajales Marín y en el que fue reconocido como sucesor procesal el señor Carlos Arturo Lema Salazar.
CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.
2. De acuerdo con los reparos que al fallo de primera instancia hizo el demandado y a los argumentos que planteó en esta sede para sustentarlos, corresponde a esta Sala establecer en primer lugar si se configuró la nulidad parcial del proceso porque se omitió dar publicidad al auto que ordenó tomar muestras caligráficas a la promotora de la acción y al que dio traslado del dictamen pericial, porque no fueron publicadas en la página web de la rama judicial; también, porque al dar respuesta al libelo, en el acápite de notificaciones personales, consignó su correo electrónico y el número de su celular y pidió al juzgado que le fueran realizadas por el primer medio, en razón a que desde hace algunos años no ejerce la profesión de abogado. Solo de concluirse que la nulidad no se configuró, se analizarán los demás argumentos que plantea el impugnante para obtener la revocatoria del fallo que se revisa.

3. Con apoyo en las normas que regulan la institución de las nulidades procesales, la doctrina y la jurisprudencia han desarrollado los principios de especificidad, convalidación y protección sobre los que se edifica esa figura. Por el primero se entiende que no hay vicio capaz de afectar la validez de la actuación sin que el hecho se encuentre tipificado en una norma; por el segundo, que de darse ciertos requisitos, algunas nulidades pueden convalidarse y por el último, que tratándose de nulidades saneables, solo la persona afectada con el agravio está legitimada para alegarla.
Es el propio legislador el que regula las formalidades de los actos procesales y establece las sanciones que su inobservancia impone, entre ellas la nulidad de los procesos cuando se produce alguna de las circunstancias que taxativamente establece el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se dictaron las providencias a las que considera el demandado no se les dio publicidad. La misma ley dispone que el defecto que no constituye nulidad es simplemente irregularidad, que puede corregirse mediante la interposición de los recursos. Se busca en tal forma garantizar la seguridad jurídica y evitar la proliferación de solicitudes en tal sentido.
En el caso bajo estudio, pretende el accionado se declare la nulidad de lo actuado desde el 24 de septiembre de 2015, porque se omitió dar publicidad al auto que ordenó tomar muestras grafológicas a la actora y al que dio traslado del dictamen pericial practicado, porque no fueron publicados en la página web de la rama y porque tampoco se le notificaron por medio de su correo electrónico. Empero, hecho como ese no está enlistado en el citado artículo 140 como causal que pueda invalidar lo actuado. Tampoco en el artículo 29 de la constitución Nacional, según el cual, es nula de pleno derecho la prueba adquirida con violación al debido proceso. 
Ese artículo 140 consagra, en el numeral 8º, como causal de nulidad la indebida notificación, pero exclusivamente para los eventos en que no se practica en legal forma al demandado o a su representante o al apoderado de aquel o de este, según el caso, el auto que admite la demanda o libra orden de pago, o su corrección o adición, lo que traduce, que no procede su declaratoria en eventos como aquellos a que alude el impugnante.
En relación con el tema de que se trata, la Corte Constitucional en sentencia C-491 de noviembre 2 de 1995, al analizar lo relacionado con la taxatividad de las causales de nulidad consagradas en la norma última citada, dijo:
 “… Las atribuciones del legislador en la materia contribuyen a la realización jurídica y material del debido proceso y a la seguridad jurídica, en lo atinente al desarrollo de las actuaciones procesales, en cuanto presume, acorde con los principios de legalidad y de buena fe que rigen las actuaciones de las autoridades públicas, la validez de los actos procesales, mientras no se declare su nulidad con arreglo a la invocación de una de las causales específicamente previstas en la ley. De este modo, se evita la proliferación de incidentes de nulidad, sin fundamento alguno, y se contribuye a la tramitación regular y a la celeridad de las actuaciones judiciales, lo cual realiza el postulado del debido proceso, sin dilaciones injustificadas.
El Código de Procedimiento Civil que nos rige con un criterio que consulta la moderna técnica del derecho procesal, señala la taxatividad de las causales de nulidad, es decir, de los motivos que dan lugar a invalidar un acto procesal, y el principio de que no toda irregularidad constituye nulidad, pues éstas se entienden subsanadas si oportunamente no se corrigen a través de los recursos. 

Con fundamento en lo anterior, estima la Corte que se ajusta a los preceptos de la Constitución, porque garantiza el debido proceso, el acceso a la justicia y los derechos procesales de las partes, la expresión “solamente” que emplea el artículo 140 del CPC, para indicar que en los casos allí previstos es posible declarar la nulidad, previo el trámite incidental correspondiente, pero advirtiendo, que además de dichas causales legales de nulidad es viable y puede ser invocada la consagrada en el artículo 29 de la Constitución, según el cual “es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”, esto es, sin la observancia de las formalidades legales esenciales requeridas para la producción de la prueba, especialmente en lo que atañe con el derecho de contradicción por la parte a la cual se opone ésta...”. 

De acuerdo con esa jurisprudencia, además de las causales de nulidad previstas en el ordenamiento procesal civil, es posible alegar como tal, de carácter constitucional, exclusivamente la que consagra el artículo 29 de la Carta Fundamental en materia de pruebas cuando se obtienen con violación al debido proceso; ninguna otra.

No comparte entonces la Sala los razonamientos del impugnante, toda vez que los hechos sobre los que edificó la nulidad alegada no están previstos por la ley ni por la Constitución como vicio capaz de afectar la actuación. 

4. Con fundamento en los argumentos que hasta aquí se han analizado, estima también el demandado que es nula la prueba pericial, de acuerdo con el artículo 29 de la Constitución Nacional, porque se  obtuvo con violación del debido proceso, contradicción, defensa y  acceso a la administración de justicia.
4.1 Ya se indicó que para el ejecutado, las providencias por medio de las cuales se señaló fecha para tomar muestras grafológicas a la demandante
 y se dio traslado del dictamen pericial
, proferidas en su orden, los días 12 de junio y 4 de diciembre de 2015, han debido serle notificadas por medio de su correo electrónico.
Las notificaciones constituyen un acto material de comunicación, por medio de ellas se ponen en conocimiento de las partes las providencias que se dictan en cada actuación, como forma de garantizar el derecho a un debido proceso y de manera más concreta, principios como los de publicidad y contradicción.

 
En el procedimiento civil existen varias formas de notificación de acuerdo con los artículos 313 y siguientes del Código de Procedimiento Civil vigente para cuando se hicieron aquellas a las que alude el demandado: personal, por aviso, por estado, por edicto, por conducta concluyente y en estrados, sin que esté prevista como una posible forma de hacerla, la comunicación a las partes por correo electrónico o mediante publicación en la página web de la rama judicial.

Respecto de las que deben hacerse por estado, dice el artículo 321 de la obra citada, que la notificación de los autos que no deban hacerse personalmente, se cumplirá por medio de anotación en estado. Así, efectivamente se hizo respecto de las providencias ya referidas, porque no están enlistadas por el 314 como aquellas que requieren de notificación personal.

El demandado, como lo alega, desde cuando contestó la demanda
, solicitó que las notificaciones se le hicieran a su correo electrónico porque hace algunos años no ejerce la profesión de abogado; idéntica petición elevó el 5 de diciembre de 2014 con el mismo argumento, al que agregó que por ello, no tiene razones para estar asistiendo al Palacio de Justicia
. Empero, le fue negada mediante proveído del 24 de febrero de 2015
, sin que frente a él hubiese interpuesto recurso alguno. 

Pero es que el hecho de haber dejado de ejercer la profesión de abogado desde hace algún tiempo y que por ello no acuda al Palacio de Justicia no justifica que deban hacérsele las notificaciones en forma diferente a como lo prevé el legislador. Si no se enteró del contenido de las decisiones de que se trata fue porque dejó de cumplir una carga procesal: la de estar pendiente del proceso para defender sus propios intereses y por ende, al omitirla, debe soportar las consecuencias jurídicas desfavorables de su pasivo comportamiento. 
4.2 También alega el ejecutado, como razón para considerar nulo de pleno derecho el dictamen pericial, que las tan citadas providencias dejaron de anotarse en la página web de la rama judicial, no se les dio publicidad y por ende, se le negó la oportunidad de contradecir el peritaje que se practicó en el curso del proceso. 

Ese razonamiento es inaceptable para la Sala porque, como se ha explicado, las providencias que menciona fueron notificadas en la forma como lo manda el legislador, sin que para su perfeccionamiento se requiera registrarla en la página web de la rama judicial.

Sobre los asuntos de que se trata, dijo la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela: 

“3. Al margen de lo anterior, las irregularidades a que hace referencia el peticionario en el trámite de notificación de los proveídos del 15 de diciembre de 2014, y 26 de enero de 2015, no constituye razón suficiente para acceder a la protección deprecada, toda vez que aquéllos proveídos se notificaron en la forma establecida en la legislación procesal que gobierna el asunto, esto es, por medio de anotación en estado fijada los días 18 de diciembre de 2014 y 28 de enero del año pasado, respectivamente, tal y como lo establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil -vigente para esa época-, sin que pueda aceptarse que las publicaciones que de los procesos se realizan en listas, libros radicadores o bases de datos magnéticas, de modo alguno suplan las formas de enteramiento legal, toda vez que éstas únicamente constituyen una herramienta de información. 

De ahí, que aunque aduzca la parte actora que consultó la información en la página web de la rama judicial y que en ella no se registró la providencia antedicha, esa circunstancia no genera la vía de hecho alegada, toda vez que en el expediente existe constancia de haberse surtido en debida forma la notificación por estado, lo cual permite concluir que el Juzgado accionado no incurrió en yerro alguno en dicha actuación procesal.

Y es que, así dicha dependencia judicial haya omitido realizar oportunamente la actuación en la base de datos de la página institucional, ello no tiene el alcance de quebrantar las garantías reclamadas. De tal forma lo ha reiterado la Corte en casos similares en los que ha expresado: 

(…) no es de recibo argüir a la confianza que depositó en el sistema de gestión de procesos, toda vez que éste no es más que un instrumento de información que no exonera a los sujetos procesales de examinar físicamente el expediente en el que tienen interés, al punto, es preciso recordar que esta Sala en múltiples ocasiones ha dicho que ‘el sistema de gestión constituye una herramienta que facilita a la administración de justicia el cumplimiento efectivo de sus cometidos, en particular, otorgar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que permite a los ciudadanos el acceso a la administración de justicia. Sin embargo, la información que se da conocer en los computadores de los juzgados son ‘meros actos de comunicación procesal’ y no medios de notificación, por lo mismo los apoderados no quedan exonerados de la vigilancia necesaria sobre los expedientes…» (CSJ STC 3 feb. 2012, Rad. 011-01734-01)…”

4.4 De esa manera las cosas, se concluye que no es obligatorio, a la luz de las disposiciones citadas, notificar a las partes en un proceso los autos que se profieren, por los medios a que alude el recurrente y que tales providencias se notificaron de acuerdo con la ley.
4.5 Los demás argumentos del impugnante no resultan admisibles para la Sala. En efecto, la sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección segunda, subsección B, del 24 de abril de 2014, con ponencia del consejero Dr. Gerardo Arenas Monsalve, a la que aludió al sustentar el recurso y que se dictó en sede de tutela, analizó lo relacionado con la obligación que tienen los sujetos procesales de hacer el seguimiento a las actuaciones judiciales en que son parte, para informarse de las decisiones que adoptan los jueces y con el fin de que puedan ejercer su derecho de defensa, y aunque concedió el amparo solicitado, lo fue porque un proceso administrativo sobre reparación directa cambió de radicación y de ello no se informó a la parte demandante por un medio que garantizara su conocimiento. De esa manera, aquella continuó buscando la información del proceso con el número inicialmente asignado y así, no pudo enterarse sobre el trámite que se le venía dando, pues el expediente había pasado por descongestión a otro despacho.
Tales hechos no guardan relación con lo acontecido en este asunto,  en el que no se ha producido el cambio de radicación  y por ende, el demandado siempre ha sabido donde se encuentra radicado su proceso y en el que todas las providencias se han puesto en conocimiento de las partes de acuerdo con las normas que regulan las notificaciones en materia de procedimiento civil.
La referida providencia, a manera de conclusión expresa que los mensajes de datos que dan cuenta del historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales, a través de las pantallas de los computadores dispuestos en los despachos judiciales para consulta de los usuarios, pueden operar como equivalente funcional a la información escrita en los expedientes, en relación con aquellos datos que consten en tales sistemas computarizados,  pero como no toda la información contenida en los expedientes se refleja en tales historiales, respecto de aquella que no aparece no se da tal equivalencia funcional y por eso, para consultarlos, las partes deben dirigirse directamente al expediente. 

En el aludido fallo no se analizó si la falta de anotación de los datos del expediente por medio del sistema de que se trata, genera nulidad de lo actuado; tampoco que ese medio de comunicación, supla la forma como deben hacerse las notificaciones en un proceso.
En las sentencias C-980 de 2010 y C-012 de 2013 sobre las que también se edificó por el demandado la nulidad invocada, la Corte Constitucional analizó, en su orden, la exequibilidad del artículo 135 de la ley 1383 de 2010 “por la cual se reforma la Ley 769 de 2002 - Código Nacional de Tránsito, y se dictan otras disposiciones” y de algunas del Decreto Ley 019 de 2012 “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”. En ambas se analizó lo relacionado con el principio de publicidad, visto como instrumento indispensable para la realización del debido proceso y la exigencia de poner en conocimiento de los sujetos procesales las decisiones que se adopten, a través de los mecanismos de comunicación instituidos en la ley, como mecanismo para impedir el proceder secreto u oculto de las autoridades, que resulta contrario al Estado de derecho.
En este caso, como ya se ha dicho, se satisfizo tal principio, porque las notificaciones de las providencias que fueron proferidas en el proceso se hicieron de acuerdo con las normas que regulan la materia, y al demandado se le negó la solicitud de que se le hicieran en la forma por él propuesta, auto que también se notificó en debida forma y del que entonces ha debido tener conocimiento. De no haberlo sido, le corresponde asumir las consecuencias del caso, por no revisar el expediente.
 
5. En razón a que no hay ninguna nulidad procesal que declarar y como tampoco se produjo la nulidad de pleno derecho que consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional en relación con el dictamen pericial, se analizarán los demás argumentos que planteó el demandado para obtener la revocatoria del fallo de primera instancia.

5.1 En relación con la primera de las excepciones propuestas y que denominó “EN LAS DOS LETRAS DE CAMBIO PRESENTADAS POR LA DEMANDANTE COMO TÍTULOS EJECUTIVOS, O AL PARECER EN UNA DE ELLAS, SE OMITIÓ LA FIRMA DE LA PERSONA QUE LAS CREÓ O GIRADOR, CON LO CUAL SE VIOLÓ EL ARTÍCUL0 621, ORDINAL 2 DEL CÓDIGO DE COMERCIO”, es necesario empezar por precisar que los supuestos de hecho sobre los que se edificó, no coinciden con el nombre que a ella se le dio. En efecto, se fundamentó básicamente en la circunstancia de que los rasgos de la firma que aparece en el espacio destinado al girador, en las letras de cambio que se aportaron como título ejecutivo, no corresponden a la caligrafía del creador, girador o librador de tales títulos, o al menos en uno de ellos. Para probarla solicitó la práctica de un dictamen pericial y este es el que consideró nulo de pleno derecho, sin que la Sala haya aceptado sus razonamientos. 
En la respectiva petición indicó que su finalidad era establecer, por medio de perito grafólogo y después de un minucioso análisis de la firma de la señora Deicy Yohana Grajales Marín, “si ésta (sic) es la creadora de los caracteres con que se crearon  los títulos ejecutivos objeto de cobro”; además, para que se coteje la caligrafía de la letra por valor de $70.000.000 con la empleada por el creador de la de $30.000.000, porque a simple vista son diferentes, excepto en la fecha de vencimiento.
La prueba fue practicada por experto del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Dirección Regional Occidente
, quien concluyó que los escritos manuales que aparecen en las letras de cambio que sirven de fundamento a la ejecución, presentan  identidad gráfica  con las muestras caligráficas confeccionadas por la señora Deicy Yohana Grajales Marín.
De ese informe, por auto del 4 de diciembre de 2015, se dio traslado a las partes por el término de tres días, de acuerdo con el inciso 2º, artículo 243 del Código de Procedimiento Civil
, sin que al respecto hubiesen hecho manifestación alguna.

Surge de lo expuesto, que al demandado se concedió la oportunidad de ejercer el derecho de contradicción, sin que la hubiese empleado y pretende ahora, con el recurso interpuesto, se decidan aspectos como los que plantea al objetar tardíamente la prueba de que se trata y al decir que el dictamen resultó incompleto, desconociendo que de asumir esta Sala competencia para hacerlo, produciría como consecuencia, privar a la parte demandante de controvertirlos  y lesionaría su derecho a un debido proceso.
En esas condiciones, como las objeciones expresadas por el recurrente al sustentar el recurso tuvieron como fundamento aspectos que no fueron objeto de controversia en el término con que contó la parte demandada en el curso de la primera instancia para ese fin, no pueden constituir motivo admisible para revocar el fallo impugnado.

De todas maneras, encuentra la Sala que la firmeza, precisión y calidad de los fundamentos del dictamen pericial permite concederle mérito demostrativo. En efecto, fue rendido por experto del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses; en él se explica de manera detallada el método que empleó para el estudio de los manuscritos y las firmas y se identifican los instrumentos que utilizó para realizar el cotejo técnico entre los escritos dubitados y los indubitados, todo lo cual le permitió emitir la conclusión que atrás se mencionó. Además, como ya se expresara, ese peritaje no fue objetado por las partes en la debida oportunidad.
5.2 Para la Sala no tiene acogida el argumento del impugnante en cuanto aduce que presentó dos recibos manuscritos, firmados por la demandante, de fechas 17 de abril de 2009 y 10 de abril de 2011, sin que se necesite ser grafólogo para establecer la diferencia de las firmas entre las que allí aparecen y las que figuran en las letras de cambio. En efecto, es el dictamen pericial la prueba idónea para determinar hecho como ese, sin que el juez  pueda emitir conclusión al respecto sin aquella prueba que debe practicarse obligatoriamente para definir asuntos como el que plantea el recurrente, de acuerdo con el artículo 233 del CPC, norma que reprodujo el 226 del CGP, según los cuales el medio probatorio de que se trata  procede para verificar hechos que interesen al proceso y que requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos.
5.3 En la sentencia T-288 de 2011, que empleó al sustentar los reparos frente al fallo que se revisa, la Corte Constitucional efectivamente indicó que para que pueda ser valorado judicialmente el dictamen pericial, para que pueda atribuírsele eficacia probatoria, es menester que se le haya sometido a las condiciones y al procedimiento establecido en la ley y, en especial, a la contradicción por la contraparte, regla que en este caso, como ya se ha explicado, se satisfizo. 
5.4 En esas condiciones, para la Sala resultan acertadas las decisiones adoptadas en el fallo objeto de revisión, que tuvieron como fundamento esa prueba y el contenido de las letras de cambio que se aportaron como fundamento ejecutivo.

Pero es que además, la circunstancia de que la firma de la señora Deicy Yohana Grajales Marín no coincida con la caligrafía con que fueron llenados los espacios de una de las letras de cambio, se desconoce cuál porque el excepcionante no lo dijo, en nada afecta su calidad de título valor, en razón a que las dos que se aportaron como fundamento de la ejecución reúnen los requisitos de los artículos 621 y 671 del Código de Comercio, ninguno de los cuales prohíbe que persona diferente a la beneficiaria del título sea quien llene sus espacios, claro está, mientras se haga de conformidad con lo que acuerdan aquella y el librado, y en este caso no alegó el demandado que su contenido fuera falso.
Afirmó sí, al sustentar la excepción que nominó “ALTERACIÓN DEL TEXTO DEL TÍTULO POR CUANDO SE LLENÓ A POSTERIORI, SIN AUTORIZACIÓN DEL ACEPTANTE EL ESPACIO DESTINADO A LA FECHA DE VENCIMINETO DE LAS LETRAS DE CAMBIO” y para sustentarla adujo recordar claramente que firmó las letras de cambio sin fecha de vencimiento, lo que se hizo posteriormente, antes de presentarlas para el cobro ejecutivo, de manera unilateral, sin que exista carta de autorización suscrita por él. Sin embargo, tal argumento hace parte del reparo al fallo que no se sustentó en esta sede y que motivó a la Sala a declarar desierto el recurso de apelación.

CONCLUSIONES Y FALLO

De acuerdo con lo expuesto, la sentencia de primera sede será confirmada y se condenará al demandado a pagar las costas causadas en esta instancia. La liquidación la hará la funcionaria de primer grado, con sujeción al artículo 366 del Código General del Proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A      :
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira el 1º de marzo de 2016, en el proceso ejecutivo con título hipotecario que instauró la señora Deicy Johana Grajales Marín y en el que fue reconocido como su sucesor procesal el señor Carlos Arturo Lema Salazar, contra el Dr. Carlos Javier Castaño Marín. 

SEGUNDO: Se condena al demandado a pagar las costas causadas en esta sede, a favor de la parte demandante, las que serán liquidadas por el juzgado de primer grado, de acuerdo con el artículo 366 del CGP.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.
Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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